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GRUPO DE TRABAJO SOBRE LA DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS MUJERES Y NIÑAS

Cuestionario sobre los derechos humanos de las mujeres en el cambiante mundo del trabajo

I. Preguntas centrales 
1. ¿Cuáles son las principales tendencias que influyen en los derechos humanos de las mujeres en el mundo del trabajo a nivel nacional y cuál es su impacto:
1.1 ¿Sobre los tipos y la cantidad de trabajo disponible para las mujeres, y la calidad y las condiciones de trabajo (incluido el acceso a la protección social y la igualdad salarial)?
1.2 ¿para la seguridad de las mujeres (incluida la violencia y el acoso sexual) en el trabajo?
1.3 ¿en los derechos de las mujeres a organizarse y reclamar sus derechos?
En el último quinquenio, la Tasa Global de Participación (TGP) femenina en el mercado laboral pasa del 50,2% en el 2014, al 55,6% en el 2017, constituyéndose en la tasa más alta que hasta el momento se haya presentado en el país; en diciembre de 2018 fue de 53,4%. Los incrementos en la TGP se han dado en el área urbana y particularmente en el área rural 51,1% y 58,8% respectivamente. La TGP femenina al 2018 es todavía 25 puntos porcentuales menos que la TGP masculina, que es de 78,3%; sin embargo, se identifica una tendencia decreciente en la brecha de género con respecto a la participación laboral, pasando de 37% en el 2014 a 31,8% en el 2018. La mayor participación de las mujeres en el mercado laboral permite ampliar sus posibilidades de autonomía económica, reduciendo su dependencia de los ingresos de otros miembros del hogar, particularmente del ingreso del cónyuge; por otro lado, los ingresos de las mujeres se destinan en mayor proporción que los ingresos de los hombres a mejorar el consumo y bienestar del hogar, particularmente de las hijas y los hijos más pequeños.
En cuanto al desempleo en el  2018 se registra un desempleo de 3,7%, el nivel más bajo desde el 2014 y la tasa de desempleo femenino se redujeron a 4,5% en este mismo período, siendo todavía mayor en 1,2 puntos que el desempleo de los hombres. 
Respecto a  las características del mercado laboral ecuatoriano, cuenta con un 35,6% de la población ocupada (PO) en la categoría de cuenta propia (36,3% en el caso de las mujeres) y un  47,5% de la PO en el Sector Informal (49,8% en el caso de las mujeres), las políticas y estrategias para garantizar el derecho a un trabajo digno y el cierre de brechas de género demandan un enfoque integral con una combinación importante de políticas que eliminen la segmentación de carreras en la educación, el mejoramiento del empleo y de acceso a recursos productivos que permitan promover y fortalecer también los emprendimientos y las empresas de las mujeres. La dedicación casi exclusiva de las mujeres al trabajo de cuidados o trabajo no remunerado del hogar constituye además una de las barreras más fuertes para la incorporación de las mujeres al mercado laboral y el logro de su autonomía económica, por lo que se requiere lograr avances significativos en la construcción del Sistema Nacional de cuidados como parte de estas políticas. 
Persisten importantes desafíos para cerrar las brechas de género en los indicadores del mercado laboral, en los que las mujeres se encuentran en situación de desventaja frente a los hombres, así como para garantizar su derecho al trabajo digno. Al respecto, el Plan Toda Una Vida 2017-2021 incluye entre sus metas de desarrollo la reducción de la brecha salarial entre hombre y mujeres del 21,9% al 18,4%, así como la reducción de la brecha de empleo adecuado entre hombres y mujeres, del 33,5% al 28,7%.
Salario

En cuanto al ingreso, aún persiste desigualdad. Es así que las mujeres tanto en el área urbana como rural reciben un ingreso laboral menor que el de los hombres,  reflejándose una brecha del 22% en el área urbana y del 31% en  el área rural, es decir las mujeres reciben en promedio el 78% del ingreso que reciben los hombres
. 

Propiedad de Empresas

Según consta en el diagnóstico de la Agenda Nacional para la Igualdad de las Mujeres y personas LGBTI, el acceso a recursos financieros incide directamente en el crecimiento de los emprendimientos productivos, por lo que esta disparidad en el acceso a recursos se podría evidenciar en el análisis realizado en cuanto a la gerencia o propiedad de las empresas, según se observa las mujeres tienen una participación mayor en las pequeñas y medianas empresas, en tanto que en las empresas grandes, disminuye su participación al 17,9%, mientras que los hombres son propietarios o gerentes en un 82%, este porcentaje marca la diferencia.

Propiedad de micro, pequeñas, medianas y grandes empresas

Por sexo, año 2010

	CATEGORÍAS DE EMPRESAS POR SU TAMAÑO
	Mujeres
	Hombres
	Total

	
	Número
	%
	Número
	%
	

	MYPYMES (de 1 a 9)
	37.264
	50%
	37.580
	50%
	 74.844   

	PYMES (de 10 a 49)
	5.659
	30,3%
	13.025
	69,7%
	  18.684   

	Grandes empresas
(50 y más)
	733
	17,9%
	3.354
	82%
	    4.087   

	No informa
	769
	29,6%
	1.833
	70,4%
	    2.602   


      FUENTE: INEC - Censo Nacional Económico (CENEC) 2010

Estudio de caso. Mujeres Ejecutivas
Por otro lado, según un estudio particular de la consultora Deloitte
 sobre las mujeres ejecutivas en el año 2018
, de una muestra de 94 empresas, se conoció que el 13% de mujeres ocupan la posición de presidentas (cifra que supera al 2017 en 8 puntos porcentuales), un 12% están en la vicepresidencia y un 18% ocupan cargos de gerente general.  También se da a conocer que existe un porcentaje de 26% de mujeres accionistas de las empresas.  Por último se analiza otro tipo de cargos en los que están las mujeres, que corresponde al 31%.

Del porcentaje de mujeres en puestos estratégicos, un 67% de las empresas tiene hasta 10 ejecutivas en cargos de mando medio alto y alto (frente al 68% en el 2017). Un 18% asegura tener entre 10 y 20 mujeres en puestos ejecutivos (frente al 21% del año pasado), mientras que se registra un aumento al 6% de 20 a 30 mujeres (frente al 3% del año anterior). El 6% indica tener más de 40 mujeres entre su personal que ocupa puestos estratégicos de nivel medio alto y alto. Pero se concluye que a pesar de tener mejores índices que el año anterior, continúa la tendencia del predominio de hombres en cargos ejecutivos. 

Según el estudio, las áreas donde se destacan las mujeres ejecutivas son principalmente en Marketing y ventas (25%), seguido por el área de Recursos Humanos con un 24% y Finanzas y contabilidad ocupando el tercer lugar con el 22%. Seguido por la Gerencia General con el 7%. 

En cuanto a las condiciones laborales y garantía de derechos, un 65% de las empresas encuestadas registran que, hasta 10 de las mujeres que ocupan cargos ejecutivos en un nivel medio alto y alto, son madres de familia, con una disminución frente al 73% del año anterior. Frente a la situación de maternidad, el 33% de las empresas cuenta con políticas de flexibilidad como permisos especiales relacionados con la familia.

En cuanto al desarrollo profesional, el 36% de las empresas consideró que las madres ejecutivas limitan sus carreras profesionales por buscar equilibrio entre el trabajo y la familia, situación que denota poca comprensión de la igualdad por parte de las entidades encuestadas. 

Acerca de las explicaciones sobre las principales razones para que se den diferencias salariales entre hombres y mujeres, la primera radica en la cultura, es decir, la creencia que los hombres deban ganar más que las mujeres con un 27%, seguido por una menor negociación por parte de las mujeres (26%). (Deloitte Ecuador, 2018)

Trabajo infantil

Según el Informe 5º y 6º del Ecuador presentado al Comité de Derechos del Niño en 2016, “Del total de niñas, niños y adolescentes que trabajan, el 62,8% son hombres respecto al 37,2% que son mujeres. La mayoría de niñas y niños que trabajan continúan sus estudios. El 75,1% asiste a clases, el 85% participan en educación básica, seguido del 15% en bachillerato”.  Al revisar el tipo de actividades se constata que 67,6% de las niñas que trabajan se dedican principalmente a actividades domésticas. “El 94,1% que realizan algún tipo de tarea doméstica se dedican al arreglo de casa, seguido de los que se dedican a arreglar la ropa con el 83,1%. Se destaca que del total de niñas, niños y adolescentes que realizan tareas domésticas, el 87,4% asiste a clases”. 

A pesar de que las cifras son preocupantes, el Estado realiza esfuerzos desde diferentes frentes para erradicar el trabajo infantil, para ello los gobiernos locales  lograron desvincular hasta 2016, a 2.160 niñas, niños y adolescentes del trabajo en camales y basurales garantizando su acceso a programas de educación, salud y recreación.  Por otra parte, el Ministerio de Trabajo (MDT) realiza inspecciones integrales, especialmente en las provincias con mayor presencia de empresas mineras. Por ejemplo, en 2015 se efectuaron 729 inspecciones de las cuales se identificaron 521 niños, niñas y adolescentes a quienes se ofrece servicios de apoyo, dependiendo de su edad. El MIES desarrolla acciones de prevención, sensibilización y contención, para ello trabaja con las familias y las comunidades para evitar el abandono escolar, en casos de niñas, niños y adolescentes trabajadores que se encuentran inscritos en el sistema educativo. 
El MDT promovió la conformación de la Red de Empresas por un Ecuador libre de trabajo infantil, para comprometer a las empresas a erradicar el trabajo infantil, para ello se firmó un decreto que requiere que todos los contratos de adquisiciones del sector público con el sector privado incluyan una disposición expresa de prohibición del trabajo infantil. 
Mediante Acuerdo Ministerial N° 131, en el 2015 se actualizó el listado de actividades peligrosas y prohibidas. El nuevo Programa de Gestión de Prevención, Erradicación y Restitución de Derechos de niñas, niños y adolescentes vinculados al Trabajo Infantil 2015-2017 prioriza el seguimiento individualizado a las niñas y niños, actualmente, a través del sistema de información SURTI. Con este instrumento se monitoreará los casos y servirá para retroalimentar las políticas y programas. El presupuesto para el año 2019 es de USD 832.000. 
Agenda 2030

En lo que corresponde al seguimiento de la Agenda 2030 el Ecuador declaró como política pública del Gobierno Nacional la adopción de este instrumento,  sus objetivos y metas, por lo tanto para monitorizar el progreso de los ODS el Ecuador adopta los indicadores establecidos por las Naciones Unidas. El país no ha definido indicadores adicionales; sin embargo monitorea indicadores específicos para la igualdad de género derivados de las siguientes metas del Plan Nacional de Desarrollo 2017-2021: 
· Reducir la brecha de empleo adecuado entre hombres y mujeres del 33,5% al 28,7% a 2021.

· Reducir la brecha salarial entre hombres y mujeres del 21,9% al 18,4% a 2021.

· Erradicar la discriminación por género, etnia y situación de movilidad: erradicar el porcentaje de mujeres que han vivido algún tipo de discriminación de género a 2021.

· Erradicar la discriminación por género, etnia y situación de movilidad: erradicar el porcentaje de las personas LGBTIQ que han vivido algún tipo de discriminación por su orientación sexual e identidad de género a 2021.

· Reducir la tasa de femicidios de 0,85 a 0,82 por cada 100 000 mujeres a 2021.

· Reducir la tasa de nacimientos en adolescentes de 10 a 14 años de edad por cada 1 000 mujeres a 2021.

· Disminuir el embarazo no planificado a 2021

· Disminuir del 76,5% al 63,5% la tasa específica de nacidos vivos en mujeres adolescentes entre 15 a 19 años de edad a 2021.

Con la finalidad de garantizar el reporte y seguimiento de los ODS en nivel país, se analizaron y categorizaron en nivel nacional los 229 indicadores propuestos por Naciones Unidas. El Instituto Nacional de Estadística y Censos-INEC, junto con la SENPLADES y otras entidades públicas han trabajado desde el año 2015 en este proceso. En una primera fase se realizó un diagnóstico de la oferta estadística del país y de la brecha que existe entre la información disponible y la información necesaria para el reporte de los ODS, y en una segunda fase se trabajó en mesas interinstitucionales con el objetivo de analizar, identificar y validar fuentes de información y homologar fichas metodológicas. 
Como resultado de este proceso, se concluyó que actualmente el país puede realizar el seguimiento de 77 indicadores ODS, que fueron categorizados en nivel nacional como TIER I, es decir indicadores factibles de cálculo.
De los 14 indicadores definidos por Naciones Unidas para el objetivo 5 "Lograr la igualdad entre los géneros y empoderar a todas las mujeres y las niñas", se tiene la siguiente disponibilidad:
· 4 se encuentran categorizados como TIER I 

· 4 como TIER II-CORTO PLAZO;

· 4 como TIER II-LARGO PLAZO;  

· 1 como TIER III, y 

· 1 catalogado como no aplica.  

Los 4 indicadores TIER I (disponibles) son:
• 5.4.1. Porcentaje de tiempo que las personas de 12 años y más de edad dedican al trabajo doméstico y cuidados no remunerados.

• 5.5.1. Proporción de escaños ocupados por mujeres en los parlamentos nacionales y gobiernos locales.

• 5.5.2. Proporción de mujeres en cargos directivos.

• 5.b.1. Proporción de personas que utilizan teléfonos móviles, desglosada por sexo.
Adicionalmente, se elaboraron recomendaciones a las entidades para el mejoramiento de registros institucionales, de manera que sea posible contar en el corto y/o largo plazo con la disponibilidad de datos para los indicadores TIER II. 
Violencia y discriminación

El Estado ecuatoriano ha invertido recursos en la generación de información estratégica para mejorar la comprensión de la problemática de la violencia de género, particularmente en el año 2011, a través de la Encuesta Nacional sobre Relaciones Familiares y Violencia de Género contra las Mujeres. Los resultados de dicha encuesta permitieron conocer la situación de violencia de las mujeres en su diversidad para profundizar en la formulación de programas, proyectos y marcos normativos más adecuados. Si bien debió actualizarse en 2016, en este quinquenio se ha tomado medidas para avanzar con la implementación durante el 2019.
En 2018 se retomó este proceso, en el que participan de manera activa el Instituto Nacional de Estadística y Censos, el Consejo Nacional para la Igualdad de Género y el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos (ahora Secretaría de Derechos Humanos), para la construcción de marco conceptual, en tanto se debía tener en cuenta los nuevos tipos y ámbitos de violencia, el diseño de los nuevos formularios de la Encuesta; se incluyen preguntas para indagar violencia gineco-obstétrica, violencia en el ámbito cibernético y discriminación en el ámbito laboral.
Derechos de las Mujeres a Organizarse

De acuerdo a la opinión de mujeres pertenecientes a organizaciones de mujeres para la elaboración del Informe Exaustivo Nacional Beijing + 25, respecto a los obstáculos para alcanzar la igualdad y el empoderamiento de las mujeres y las niñas en el Ecuador manifiestan que las desigualdades de género se deben a un conjunto de problemas de orden estructural e identifican como las principales razones: la organización social del trabajo basado en el sexo y en roles de género jerarquizados; las diferentes formas de violencia contra las mujeres y niñas; la persistencia de patrones culturales discriminatorios de género; las presiones de grupos anti-derechos. 
La violencia expresada en todas las formas posibles es un tema que se repite entre los comentarios de las mujeres, por una parte refiriéndose a la violencia política a la que se enfrentan las mujeres candidatas y aquellas que aceptan ocupar cargos en el más alto nivel. Mencionan también la violencia institucional que se ejerce al no asignar recursos suficientes y oportunos para la provisión adecuada de servicios. Las mujeres hacen referencia a una ideología patriarcal impregnada en la cultura ecuatoriana, en las instituciones, principalmente en el sistema de justicia.
Otro elemento identificado como obstáculo para lograr el empoderamiento de las mujeres es la debilidad del mecanismo nacional de género. Sin embargo, es interesante rescatar que los grupos LGBTI consideran que el mecanismo de género ha sido consolidado y posicionado por el Estado. 
En cuanto a las políticas públicas dirigidas a cerrar las brechas de desigualdad entre hombres y mujeres se señala que no se dispone de suficiente información estratégica para la formulación de dichas políticas y la toma de decisiones. Uno de los ejemplos es que no se visibiliza ni se valora el aporte del trabajo remunerado y no remunerado del hogar, a pesar de las reformas a la Ley de Reconocimiento del Trabajo No Remunerado en 2015. Las brechas salariales y la precariedad laboral van unidas a las dificultades de acceso al crédito y a la propiedad para las mujeres. 
En tanto las mujeres proponen una planificación de políticas que tomen en cuenta las diversidades y cómo se cruzan las diferentes formas de discriminación, los grupos LGBTI plantean como prioridades a futuro los siguientes temas: programas de hormonización y cirugías de reasignación de sexo a personas trans; formación para una inclusión laboral igualitaria y acciones afirmativas para lograr la autonomía económica; derecho a la adopción y derechos de niños y niñas trans a tener una familia; procesos de empoderamiento y acompañamiento para la participación política de las diversidades sexuales; acciones afirmativas para el acceso a la educación; erradicación de estereotipos negativos sobre las personas LGBTI.
2. ¿Cuáles son las prácticas prometedoras que surgen de su país para garantizar la realización de los derechos de las mujeres al trabajo y los derechos de las mujeres en el trabajo, en el contexto del cambio tecnológico y demográfico, así como la continua globalización y el cambio hacia la sostenibilidad?  (leyes; políticas económicas, laborales y sociales; programas)

En materia de derechos laborales, es importante mencionar que el Código de Trabajo establece la obligación de garantizar igualdad de remuneración por igual trabajo, sin discriminación de ninguna naturaleza (art. 79). En 2015 se aprobó la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar (2015) que establece el derecho a la afiliación de las trabajadoras no remuneradas del hogar, así como el derecho a contingencias de vejez, muerte, invalidez y a cesantía mediante aportes voluntarios. Las trabajadoras remuneradas del hogar gozan de un salario mínimo unificado, 40 horas semanales de trabajo y la obligatoriedad de afiliación a la seguridad social. La Ley Orgánica de Servicio Público (LOSEP) y la reforma de 2017 establecen permisos para tareas de cuidado. Con respecto al acceso a recursos productivos, la Ley Orgánica de las Tierras Rurales y Territorios Ancestrales (2016), señala en su artículo 15 que las tierras rurales serán redistribuidas de manera prioritaria entre campesinos sin tierra, con poca tierra o tierra de baja calidad, las y los productores de la agricultura familiar campesina o las y los pequeños y medianos productores de la economía popular y solidaria, priorizando a las mujeres y madres jefas de hogar.
De igual manera el Ecuador cuenta con normativa específica en materia de trabajo y empleo para la inclusión de personas con múltiples e interrelacionadas formas de discriminación: así, la Ley Orgánica del Servicio Público (LOSEP) establece en su Art 64 la obligación de contratar o nombrar personas con discapacidad o con enfermedades catastróficas, promoviendo acciones afirmativas para ello, de manera progresiva y hasta un 4%, asegurando las condiciones de igualdad de oportunidades en la integración laboral; a diciembre de 2018, se han insertado laboralmente 67.569 personas con discapacidad, de las cuales el 33% son mujeres. Por su parte, el Acuerdo Ministerial Nro. MDT-2006-398 (2006), prohíbe la terminación de relación laboral a personas con VIH-SIDA. 
En virtud de lo anteriormente expuesto, el PND plantea soluciones intersectoriales tendientes a garantizar derechos, servicios y empleo, tanto en áreas urbanas como rurales con un enfoque de género; también promueve la sensibilización para el cambio de patrones culturales en la sociedad, desligando roles, profesiones y trabajos del género y garantizando derechos para todas las personas sin discriminación alguna. De manera específica, el PND plantea en su Objetivo 1 “Garantizar la vida digna con iguales oportunidades”, con políticas tendientes a la erradicación de la violencia, el machismo, el racismo, la xenofobia, la homofobia y todo tipo de discriminación, la reducción de brechas salariales y el trabajo digno. 
Igualmente, en el Objetivo 2 se plantea “Afirmar […] y revalorizar las identidades diversas” a través de la política 2.1 (erradicar la discriminación por machismo, homofobia y otras formas conexas) y en su Objetivo 6 “Desarrollar capacidades productivas […]” se establecen políticas que buscan garantizar la participación con enfoque de género en el manejo de recursos. 
En lo que corresponde a  enfrentar los desafíos planteados respecto al cierre de brechas de género en el mercado laboral el Estado ecuatoriano incluye estrategias de acceso a recursos financieros y fortalecimiento de capacidades para el trabajo y el empleo en varias de sus Intervenciones Emblemáticas: Menos Pobreza Más Desarrollo, que articula el Crédito de Desarrollo Humano en el cual las mujeres constituyen el 92% de las personas que acceden al mismo; Banco del Pueblo, dirigida a brindar productos financieros en condiciones favorables; plazo y tasas de interés orientados a mujeres, jóvenes emprendedores, migrantes, comerciantes informales de manera individual y/o asociativa; Minga Agropecuaria que incluye estrategias dirigidas a garantizar el acceso a los recursos productivos, mercados, creación de emprendimientos y generación de empleo digno en el sector rural.
En el último quinquenio el Estado Ecuatoriano ha establecido también medidas dirigidas a reducir el desempleo juvenil (15 a 24 años), que constituye el componente más alto de la población en situación de desempleo: el 39,7%. La Intervención emblemática Impulso Joven está dirigida a mejorar las capacidades y generar mayores oportunidades para la juventud ecuatoriana; en ese marco, el Ministerio de Trabajo (MDT) y la Secretaría de Juventudes (SJ), creada en 2017, desarrollan programas específicos para mejorar la empleabilidad de las y los jóvenes.
De esta forma, el MDT implementa desde octubre de 2018 el proyecto "Empleo Joven”, para generar empleabilidad para hombres y mujeres de 18 a 26 años (bachilleres); cuenta con un presupuesto de Inversión plurianual de USD 33.506.955 y a la fecha ha permitido ya que 975 jóvenes se inserten, principalmente en los sectores de manufactura, agrícola y comercio. Para esta población se continúa además con la ejecución del Proyecto “Mi Primer Empleo”, iniciado en 2007, cuyo objetivo es ubicar jóvenes de instituciones de educación superior en pasantías en el sector privado y en prácticas pre profesionales en el sector público; cuenta con un presupuesto de Inversión plurianual de USD 6’790.512, y en el período 2014-2018 han generado pasantías para  3.315 hombres y mujeres jóvenes. 

Por otra parte para fortalecer las estrategias de igualdad de género en el mercado laboral, la Misión Mujer, aprobada el 25 de noviembre de 2018, incluye un componente de Empoderamiento Económico que contempla estrategias de promoción y exigibilidad de los derechos económicos de las mujeres diversas para el logro de su autonomía, desde un enfoque de género, tomando en cuenta las especificidades de los territorios; el desarrollo de propuestas orientadas a lograr un régimen de trabajo basado en la igualdad, valorando el trabajo no remunerado realizado por las mujeres en los hogares y el trabajo doméstico remunerado, así como los servicios de cuidado de personas adultas mayores, enfermas, niñas, niños menores de cinco años y personas con discapacidad y mejorar el acceso de las mujeres al mercado de trabajo y a oportunidades de generación de ingresos en condiciones de igualdad. 
A partir de las estrategias dirigidas al reconocimiento y valoración del trabajo de cuidados en el hogar, en el último quinquenio se ha continuado con la producción de estadísticas nacionales de Uso del Tiempo en el marco de la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (ENEMDU) que se aplica trimestralmente (aunque sería fundamental contar con una encuesta específica, instrumento que no se levanta desde el año 2012) y la Cuenta Satélite del Trabajo No Remunerado del Hogar, la última de las cuales se publicó en el mes de marzo de 2019.  
En el año 2018 el MDT inicia varias líneas de trabajo dirigidas a promover la igualdad de género en las oportunidades de trabajo y empleo: En convenio con el Mecanismo de Igualdad de Género para el período 2018-2021, se plantean varios objetivos de incidencia, como: revisar y armonizar normativa en el ámbito laboral para la igualdad de género en el trabajo y el empleo, articular las políticas de trabajo y empleo establecidas en la Agenda de Igualdad de Género en la planificación del Ministerio, incorporar el enfoque de género en instrumentos para la medición del clima laboral, capacitar en género y derechos humanos a todo el funcionariado público, entre otras. 
De igual manera el MDT, entidad rectora de las políticas de trabajo y empleo, expidió en el 2017 el Acuerdo Ministerial MDT-2017-0082 (publicado en el Registro Oficial 16 del 11 de mayo del 2017) de aplicación obligatoria para el sector público y privado en nivel nacional, cuyo objetivo es regular el acceso a los procesos de selección de personal en igualdad de condiciones, así como garantizar la igualdad y no discriminación en el ámbito laboral, estableciendo mecanismos de prevención de riesgos psicosociales. Actualmente está en proceso la Reforma del Acuerdo Ministerial MDT-2017-0082, con el objetivo de contar con un instrumento jurídico para “Prevenir, Erradicar, Sancionar la Discriminación, el Acoso Laboral y la Violencia contra la Mujer en el ámbito laboral”, que puede constituir una base importante para incluir el derecho a una vida libre de violencia institucional y laboral por razones de género.
Es importante mencionar que el Consejo Nacional para la Igualdad de Género (CNIG), el MDT, las organizaciones de trabajadores y empleadores, con apoyo de CARE Ecuador y ONU Mujeres, trabajaron en un proceso técnico y participativo para que el Estado ecuatoriano apoye el Convenio sobre la Eliminación de la Violencia y el Acoso en el Mundo del Trabajo, de la Organización Internacional del Trabajo - 190 (OIT),  el cual fue adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo en junio de 2019. Al momento, Ecuador realiza gestiones para la ratificación de este instrumento, por medio del cual busca acabar con la discriminación y acoso en el mundo del trabajo, mediante un trabajo conjunto en cuanto a la prevención, atención, sanción y restitución del derecho a una vida libre de violencia. 
En cuanto a garantizar los derechos de las personas LGBTI en la Ley de Justicia Laboral se incluye la sanción o despido por discriminación de la orientación sexual. En junio del 2016, la Asamblea Nacional declaró al 27 de noviembre como Día Nacional de la Diversidad Sexo – Genérica.
En el marco de la implementación de la Política Integral para personas LGBTI se ha capacitado en género, prevención de la violencia y diversidad sexual a más de 136.856 personas del sector público y privado. 115.573 servidores públicos se capacitaron obre “Derecho a la Igualdad y Prohibición de la Discriminación a Personas LGBTI” en el ámbito laboral.
Entre las acciones realizadas por el MDT en situaciones de emergencia, en convenio con ONU Mujeres, el Servicio Ecuatoriano de Capacitación Profesional (SECAP), entidad adscrita al MDT, capacitó a mujeres de la Provincia de Manabí, afectada por el terremoto del 16 de abril de 2016, en el área de Albañilería, con el objetivo de incorporarse como mano de obra y generar fuentes de trabajo para la reconstrucción de la provincia y ciudades afectadas. 

Otra de las iniciativas realizadas en el país es el Plan de Implementación del Programa Sello de Igualdad de Género que se inició en el 2018 y está dirigido a instituciones públicas y privadas, con el fin de crear condiciones igualitarias para hombres y mujeres, eliminar las brechas salariales de género, incluir a las mujeres en sectores no tradicionales, promover el balance vida-trabajo con responsabilidad social y el acceso de las mujeres a posiciones de liderazgo
.
Créditos e impulsos 
En el marco del Sistema Económico, Social y Solidario establecido en la CRE (Art. 283), el Estado ecuatoriano reconoce a los actores de la economía popular y solidaria en sus políticas de desarrollo inclusivo, como uno de los principales destinatarios de mecanismos de inclusión financiera. Para fortalecer este sistema, la Corporación Nacional de Finanzas Populares (CONAFIPS), como banca de segundo piso, coloca créditos a las organizaciones del sector financiero popular y solidario y entrega certificados de garantía para facilitar el acceso a créditos otorgados por otros actores del sector financiero. La CONAFIPS ha colocado un monto de USD 313.144.325,79 en créditos para 593.440 mujeres en el periodo 2014-2018. Esto equivale al 44,9% del monto de crédito total de esta entidad y al 58% de los beneficiarios de esta entidad, respectivamente. 
La CONAFIPS facilita además el acceso de las mujeres al crédito otorgado por otras instituciones financieras, a través de la entrega de certificados de garantías en nivel nacional; en ese período se han entregado USD 28.331.157,93 en certificados de garantía a 17.917 mujeres, equivalente al 40,51% del monto total asignado para este concepto y al 46% de los beneficiarios, respectivamente.
El Instituto Ecuatoriano de Economía Popular y Solidaria (IEPS), entidad que forma parte de la estructura pública dirigida al fomento de los actores de esta esfera de la economía, en el marco de la política de reducción de la pobreza, diseñó e implementó proyectos dirigidos a fomentar el acceso al crédito, la tecnología y la comercialización. Entre el 2012 y 2017 ejecutó el proyecto Articulación de Circuitos Económicos Solidarios para el fortalecimiento de los actores de la EPS- ACES, dirigido a implementar circuitos económicos solidarios, mediante la promoción de emprendimientos productivos, comerciales y de servicios, fomentando la asociatividad y el desarrollo de capacidades para acceder a mercados públicos y privados en condiciones equitativas y justas. El Proyecto se desarrolló en nueve provincias de las tres regiones del país. Contó con un presupuesto de USD 12.689.364,08 y llegó a 217.507 personas, de las cuales el 51% fueron mujeres y se registra como beneficiarios/as indirectos/as un número de 817.586 personas.
En coordinación con el MIES, el IEPS ejecutó, entre los años 2014 y 2017, el Proyecto Hombro a  Hombro. Este proyecto tuvo como fin contribuir a reducir la pobreza rural y promover la inclusión económica de los actores de la EPS y de los receptores del Bono de Desarrollo Humano (personas en situación de pobreza y extrema pobreza), mediante el fomento productivo en cinco provincias de la Sierra Central, territorios en los que se presentan mayores índices de pobreza. Se buscó el desarrollo de emprendimientos desde las Organizaciones de le EPS, bajo la modalidad de “Fondos de Inversiones” para el acceso a infraestructura, maquinaria y equipamiento para la generación de procesos post-cosecha y valor agregado, acompañado de procesos de fortalecimiento organizativo y articulación a procesos de comercialización asociativa en mercados locales e internacionales, logrando así una dinamización de las economías familiares. Se identificaron varias cadenas productivas con mayor potencial de comercialización.  
El Proyecto tuvo un presupuesto de USD 27.887.492 y llegó a 65 mil personas de las cinco provincias y a 173 organizaciones, de las cuales 21 organizaciones fueron exclusivamente de mujeres con 814 participantes; 9.638 personas fueron capacitadas en prácticas y tecnologías de producción ganadera, de las cuales el 48,34% fueron mujeres; 16.992 personas capacitadas en eventos agrícolas, pecuarios y de empoderamiento, de las cuales el 44.09% fueron mujeres. 
En cuanto a La Corporación Financiera Nacional (CFN), entidad parte de la Banca Pública del Ecuador, esta institución apoya a segmentos productivos con mayor capacidad de endeudamiento con miras a favorecer la producción nacional. Durante el período 2015-2018, la CFN incrementó su número de operaciones con mujeres en 71%. Actualmente, el 17% de los prestatarios de esta institución son mujeres que reciben créditos productivos por un monto promedio de USD 76.000; en el último quinquenio, el monto de crédito asignado a mujeres durante este período creció en un 127%.
Otra iniciativa es el Crédito de Desarrollo Humano (CDH) que continúa vigente desde su creación entre los años 2007-2009 y opera articulado a la política de transferencias condicionadas Bono de Desarrollo Humano (BDH). El CDH es uno de los ejes importantes de la estrategia país de protección social y reducción de la pobreza y extrema pobreza; así, el 67% de los usuarios del CDH asociativo y el 65% de usuarios de CDH individual se encuentran en situación de extrema pobreza, mientras que el 33% y el 35% de usuarios  asociativos e individuales respectivamente, se encuentran en situación de pobreza. El 92% de las personas que acceden a este programa son mujeres. El presupuesto de este programa para el período 2014-2018 asciende a USD 375.579,228, de acuerdo a información del MIES. El CDH se entrega a través de BANECUADOR, entidad parte de la Banca Pública del país. Esta institución otorga además créditos dirigidos a emprendimientos y MIPYMES por montos que van desde los USD5.000 hasta USD50.000. Esta entidad registra un 55% de prestatarias mujeres, que accedieron al 45% del monto total de créditos entregados durante el período 2014-2018. 
Articulado al CDH, para fortalecer las capacidades de las personas en situación de pobreza y extrema pobreza para la generación de un emprendimiento o su fortalecimiento, en junio de 2016 el MIES inició el Proyecto Escuelas de Inclusión Económica dirigido a toda la población objetivo de sus programas y servicios, incluyendo a personas en situación de vulnerabilidad, adultos/as mayores, personas con discapacidad, entre otros. Para acceder al CDH, de forma asociativa o individual, las organizaciones y personas deben cumplir previamente la capacitación que se imparte en estas Escuelas y que consiste en dos fases, 1) Capacitación para la Generación del Emprendimiento y 2)  Capacitaciones para el Fortalecimiento y Capacidades, tanto en temas administrativos y de gestión, como en conocimientos técnicos relativos a las actividades de Ganadería, Agricultura (agroecológica, familiar y campesina), Manufactura Textil y Servicios. La primera fase incluye también temas de nutrición y no violencia.  Desde 2016 a la fecha, 97.839 personas han accedido a la capacitación de las Escuelas de Inclusión Económica, en su mayoría mujeres que buscan acceder al CDH. 
En el año 2018 se llevó a cabo la investigación “La Inclusión Económica y los emprendimientos populares: El Crédito de Desarrollo Humano en el Ecuador”, la cual evidencia el impacto que tiene este programa en la población beneficiaria. Como resultados se encuentra que el 81% de la población que acceden al CDH tienen un emprendimiento en marcha, de ellos el 52% los distribuye en gastos de salud, servicios básicos y emergentes; el 33% tiene ingresos superiores a USD 100. La investigación evidencia también que los emprendedores requieren capacitación, financiamiento complementario y acompañamiento técnico para fortalecer sus emprendimientos. Ante estos resultados, se plantea el fortalecimiento de los servicios de inclusión económica a través de la creación del Centro de Inclusión Económica, como espacios físicos, conceptuales, de acción, facilitación de accesos y articulación interinstitucional que tiene como objetivo articular e integrar las prácticas de inclusión económica a través de 5 servicios: Organización de Emprendimientos Populares, Fortalecimiento de Capacidades, Acceso a mercados, Acceso a financiamiento/Propiedad /Activos, Tecnología Social. Para el MIES esta medida ha promovido el empoderamiento de las mujeres al contar con mayor conocimiento para sus emprendimientos y una mejor articulación a mercados para la comercialización de sus productos
. 
II. Preguntas específicas
Tecnología

1. ¿Cómo impacta el cambio tecnológico las experiencias de trabajo de las mujeres? (por ejemplo, en relación con el aumento al acceso a las TIC, robótica, aprendizaje automático, automatización)

1.1 ¿Cuáles son algunas de las prácticas favorables tendientes a apoyar a las mujeres para que se beneficien de manera igualitaria de los avances tecnológicos? (leyes, políticas económicas y sociales, medidas institucionales, regulación, acciones de los empleadores).

“Gig Economy” y Economía “de Demanda”
2. ¿De qué manera el aumento de formas de trabajo más flexibles, incluida la “Gig economy” “Economía de Demanda”, afecta las experiencias de trabajo de las mujeres en el contexto nacional? 
2.1 ¿Cuáles son las implicaciones para la seguridad laboral, para una mayor flexibilidad y las responsabilidades de cuidado de las mujeres y para el acoso y la violencia? 
2.2 ¿Qué grupos de mujeres son más propensas a verse afectadas por este tipo de trabajo? 
2.3 ¿Cuáles son las prácticas favorables para garantizar el acceso a la protección social para las mujeres en el trabajo informal y “bajo demanda”? (leyes, políticas económicas y sociales, medidas institucionales, regulación, acciones de los empleadores).

2.4 ¿Cuáles son las prácticas favorables para la organización colectiva de mujeres en el contexto de formas de trabajo más flexibles?
Tecnología

A nivel nacional el analfabetismo digital en el Ecuador es de 14,2% para las mujeres y  10,1% para los hombres. El mayor porcentaje de analfabetismo en el país está en las mujeres rurales, es decir el 28,4% de las mujeres rurales, que  no han  utilizado un teléfono celular, una computadora o internet en los últimos 12 meses, a diferencia del 18,4% de los hombres y a diferencia del 8,3% de las mujeres urbanas.

Según la ENEMDU 2016, es indudable que el uso del internet se ha incrementado sustancialmente en los últimos años,  tanto en hombres como en mujeres; sin embargo existe una diferencia de un poco más de 2 puntos porcentuales, el 56,8% de los hombres han utilizado internet en los últimos 12 meses, a diferencia del 54,5% de las mujeres.

Según datos de la ENEMDU 2016, el 38% de las personas usa el internet como una fuente de información, mientras un 31,5% lo utilizó como medio de comunicación en general, un 28% lo utilizó con motivo de educación y aprendizaje y un 3,6% por razones de trabajo. Las cifras muestran que el uso del internet en el área rural es mayor por motivos educativos y de aprendizaje que en el área urbana, 31,8% y 20,8% respectivamente. 

Las razones de las mujeres sobre el uso del internet refiere según la ENEMDU 2016 que ellas lo utilizan mayoritariamente para obtener información y como un medio de comunicación en general, sin embargo un 23% de mujeres manifiesta que lo utiliza para educación y aprendizaje, 1,2 puntos porcentuales más que los hombres en esta última razón.

A nivel nacional el 56% de las personas de 5 años y más tienen un teléfono celular activo. Del total de mujeres, el 55, 3% lo tiene a diferencia del 57% de los hombres, lo que permite inferir que el acceso a la tecnología mantiene una brecha pero cada vez menor, pues las mujeres han logrado acceder a teléfonos móviles y con mayor frecuencia a equipos inteligentes.  Esto ha aportado a su inclusión el espacio público, mayor posibilidad de propuestas de emprendimientos, mayor independencia y tiempo libre.

“Gig Economy” y Economía “de Demanda”
Esta institución desconoce de investigaciones oficiales respecto a estas formas flexibles de trabajo y su afectación a la garantía de derechos laborales de las mujeres, por lo que se reconoce la necesidad de contar con información al respecto; sin embargo en respuesta a las preguntas específicas se detallan algunos planteamientos respecto a la autonomía económica de las mujeres.
La dedicación casi exclusiva de las mujeres al trabajo de cuidados o trabajo no remunerado del hogar constituye además una de las barreras más fuertes para la incorporación de las mujeres al mercado laboral y el logro de su autonomía económica, por lo que se requiere lograr avances significativos en la construcción del Sistema Nacional de cuidados como parte de estas políticas. 
El Estado ecuatoriano enfoca estas tres prioridades de manera articulada, proponiendo  el trabajo para los próximos años a partir de las estrategias del componente de Empoderamiento económico de la Misión Mujer, en el marco del cual se busca: i. Contribuir a la promoción y exigibilidad de los derechos económicos de las mujeres diversas para el logro de su autonomía, desde un enfoque de género, tomando en cuenta las especificidades de los territorios; ii. Desarrollar propuestas orientadas a lograr un régimen de trabajo basado en la igualdad, valorando el trabajo no remunerado realizado por las mujeres en los hogares y el trabajo doméstico remunerado, así como los servicios de cuidado de personas adultas mayores, enfermas, niños menores de cinco años y personas con discapacidad; iii. Mejorar el acceso de las mujeres al mercado de trabajo y a oportunidades de generación de ingresos, en condiciones de igualdad.
Por su parte la Secretaría Técnica del Plan Toda una Vida propenderá al trabajo articulado y la coordinación de las instituciones responsables y corresponsables de la implementación del componente iii, de manera específica aquellas cuya misión y objetivos apuntan a mejorar el acceso de la población a los recursos de la producción (crédito, asistencia técnica, formación, insumos y equipamiento, TIC, tierra), así como a incrementar la incorporación al mercado laboral y a mejorar las condiciones laborales de las mujeres diversas.
La “Agenda Nacional para la Igualdad de las Mujeres y Personas LGBTI 2018-2021”, herramienta técnico-política que guía el accionar del Estado para superar las desigualdades de género, construida participativamente con la ciudadanía, por su parte contempla el Eje Sostenibilidad de la Vida que plantea políticas y lineamientos respecto al cuidado humano, reproducción y sostenibilidad de la vida; Producción y Empleo; Ambiente.  Entre sus planteamientos se evidencia  la poca valoración social y económica del trabajo doméstico no remunerando y de cuidado, por lo que insta a adoptar medidas para que éste sea asumido de manera corresponsable por el Estado, las empresas, las familias y la comunidad. 
En cuanto a problemáticas específicas como la población en situación de movilidad el Ministerio de Trabajo activó la inspectoría para asegurar que se estuvieran cumpliendo los derechos laborales de la población venezolana. En este sentido, el Viceministerio de Movilidad Humana (VMH), con el apoyo de la Organización Internacional de las Migraciones (OIM) y de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), elaboró el Marco de Cooperación Internacional para la respuesta nacional a las personas venezolanas en situación de movilidad humana en Ecuador, documento según el cual se estima que el costo de las acciones implementadas en 2018 en el marco de la emergencia migratoria venezolana ascendieron al monto de 90’095.879,81 dólares estadounidenses, y se prevé que de continuar la presión migratoria, para el periodo 2019-2020 se requerirán 550’000.000 dólares estadounidenses para cubrir las necesidades de la población venezolana en movilidad humana
.
Cambio demográfico

3. ¿Cómo influye el cambio demográfico a nivel nacional en la experiencia laboral de las mujeres?

3.1 ¿Cuáles son las implicaciones del envejecimiento de la población y sobre la “población joven”?

3.2 ¿Qué políticas económicas y sociales se necesitan para garantizar que el crecimiento en el sector sanitario cree oportunidades de trabajo decente para las mujeres?

3.3 ¿Cuáles son algunas prácticas prometedoras emergentes? (leyes, políticas económicas y sociales, medidas institucionales, regulación, acciones de los empleadores).
Esta institución desconoce de investigaciones oficiales respecto al cambio demográfico y su afectación a la garantía de derechos laborales de las mujeres, por lo que se reconoce la necesidad de contar con información al respecto; sin embargo en respuesta a las preguntas específicas se detallan algunas prácticas respecto al cuidado y sostenibilidad de la vida. 

Sistema de cuidado

Un desafío importante del Estado ecuatoriano para el cumplimiento de los derechos laborales y el logro de la autonomía económica de las mujeres es, como lo establece la Constitución ecuatoriana, la promoción de un “régimen laboral que funcione en armonía con las necesidades del cuidado humano” (CRE, Art. 333). Tanto el Plan Nacional para el Buen Vivir 2013-2017, como el Plan Toda Una Vida 2017-2021, incluyen entre sus políticas de igualdad de derechos la construcción de un  Sistema Nacional de Cuidados; sin embargo, en el último quinquenio se enfrentaron limitaciones para contar con avances significativos en este sentido, debido a la recesión económica y a la necesidad de destinar recursos a la reconstrucción de las zonas afectadas por el terremoto del 16 de abril de 2016.
Trabajo No Remunerado del Hogar

En el marco del mandato constitucional que reconoce el trabajo no remunerado del hogar como trabajo productivo (Art. 325), se promulgó en el año 2015 la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar (Registro Oficial No. 483 de 20 de abril de 2015). Esta ley reforma el Art. 2 de la Ley de Seguridad Social, referente a los Sujetos de Protección Social, incluyendo a las personas que realizan trabajo del hogar no remunerado, como parte de los “sujetos obligados a solicitar la protección del Seguro General Obligatorio, en calidad de afiliados”. Esta norma define a la persona que realiza trabajo no remunerado del hogar como aquella que desarrolla de manera exclusiva tareas de cuidado del hogar sin percibir remuneración o compensación económica alguna y, que no desarrolla ninguna de las otras actividades laborales que acceden por ley al Seguro General Obligatorio.  Esta normativa establece las formas de cálculo de las aportaciones según los ingresos de la unidad familiar de la persona que realiza trabajo del hogar no remunerado y adicionalmente se establece que para subsidiar el porcentaje de aportación individual de las personas que realizan trabajo no remunerado del hogar, se deberá calcular anualmente en el Presupuesto General del Estado el monto correspondiente; dicho subsidio estará dado en función de la situación socioeconómica de la unidad económica familiar. La inclusión de las personas trabajadoras del hogar no remunerado al Seguro General Obligatorio se circunscribe al acceso a las pensiones por incapacidad permanente total y absoluta, por jubilación, por viudedad u orfandad y al subsidio para funerales, cuyos montos y condiciones se establecen en esta norma. Se calcula que el universo de personas trabajadoras del hogar no remunerado en el Ecuador es de aproximadamente 1.200.000 personas, en su gran mayoría mujeres
.
Inclusión de los cuidados en la contabilidad nacional 
El INEC, entidad rectora de las estadísticas nacionales, publicó en el año 2014 los resultados de la primera CSTNRH para el período 2007-2010; en el año 2016 se publicaron las CSTNRH del periodo 2011-2013 y en marzo de 2019 se publican las CSTNRH 2014-2015. Según el INEC, para la Cuenta 2007-2015 se realizó una actualización metodológica, con la asesoría técnica del Instituto Nacional de Estadística y Geografía de México y se recalculó además la información de toda la serie 2007-2015. La producción de las Cuentas Satélites del trabajo no remunerado del hogar (TNRH) se ha desarrollado con la colaboración técnica del Mecanismo para la Igualdad de Género.  
Esta medida, que se viene desarrollando desde el año 2011, en que se realizó un “ejercicio exploratorio”, tiene como objetivo valorar económicamente el tiempo destinado a las actividades del trabajo doméstico y de cuidados dentro del hogar, para otros hogares y para la comunidad, actividades que no son remuneradas y que no se contabilizan como parte de la producción en la Contabilidad Nacional. Las Cuentas Satélites permiten además identificar las brechas de desigualdad de género en la producción de servicios no remunerados dentro de los hogares y la implementación de políticas públicas bajo un diagnóstico adecuado y real de la situación de las trabajadoras.
De acuerdo a los resultados de la Cuenta Satélite 2007-2015 el Valor Agregado Bruto del TNRH asciende a 19.880 millones de dólares, representando el 20% del PIB. En el año 2015 se tiene un total de 11.823.905 horas de TNRH. Las mujeres realizan 77 horas de cada 100 horas de TNRH 
Bono de Desarrollo Humano   

El Programa Bono de Desarrollo Humano constituye una estrategia principal de protección social, dirigida a mejorar los niveles de vida y evitar la persistencia de la pobreza de los núcleos familiares en condiciones de pobreza y extrema pobreza, a través de una transferencia monetaria que desde el año 2013 es de USD 50. Desde su creación el BDH se entrega mayoritariamente a las mujeres. Entre 2018 y 2019 se actualizó la base de usuarios que acceden a las transferencias monetarias para confirmar su permanencia en cada uno de los programas o reformar su situación de vulnerabilidad; ante esta actualización se implementaron reformas a la normativa legal para permitir nuevas inclusiones a los programas y enfocar la atención en las personas en situación de pobreza y extrema pobreza. Para los hogares con hijos/as menores de 18 años el BDH aplica las corresponsabilidades en salud y educación. Desde la creación del Proyecto de Acompañamiento Familiar (2014-2018) se realiza un acompañamiento cercano a las familias para el cumplimiento de estas corresponsabilidades, además,  se promueve que estas corresponsabilidades sean compartidas entre los miembros del hogar, especialmente entre padres y madres.  El presupuesto anual de este Programa asciende a USD 155.175.600 y a febrero de 2018 reciben el BDH 283.372 núcleos familiares, de los cuales el 93,8% de casos se entrega a mujeres. 
En el marco del Programa BDH, a partir de diciembre de 2017, el MIES estableció un Componente Variable para mejorar los niveles de vida de los núcleos familiares en situación de extrema pobreza y romper con la transmisión intergeneracional de la pobreza.  Por efecto del Componente Variable, la transferencia monetaria mensual, dependiendo del número de hijos menores de edad, asciende de USD 50 (BDH) hasta un monto máximo de USD 150 mensuales. 

El enfoque a la población en extrema pobreza ha permitido llegar a 102.878 núcleos familiares en nivel nacional, de los cuales la transferencia es entregada a 99.654 mujeres y a 3.224 hombres, representando aproximadamente un 30% de la población en situación de extrema pobreza en nivel nacional (1.216.614 personas, de las cuales el 50,4% son mujeres), tomando como base el promedio de miembros del hogar en el país que es de 3,9. El presupuesto anual para el Componente Variable del BDH es actualmente de USD 110.490.480.
La aplicación de esta estrategia, requiere un manejo sistemático de la información del BDH, para priorizar la población más vulnerable de acuerdo con programas y subprogramas específicos a cada grupo de población, con sus características específicas
.
Medidas para fomentar la participación de hombres y niños en las tareas de cuidados y trabajo doméstico no remunerados
El Proyecto de Acompañamiento Familiar (2014-2018), diseñado por el MIES con una perspectiva transversal de género, tiene como objetivo: Incentivar al cambio de patrones culturales dentro de las familias que reciben la transferencia del Bono de Desarrollo Humano (BDH) para alcanzar el reparto equilibrado de las tareas domésticas y de las responsabilidades familiares, con el fin de distribuir de manera justa los tiempos de vida de mujeres y hombres. El Proyecto se ejecutó en el período 2014-2018 con un  presupuesto total de USD 42.606.347 y opera desconcentradamente mediante las Direcciones distritales del MIES, llegando a aproximadamente 93.480 núcleos familiares en todo el territorio nacional. 
Para promover la corresponsabilidad en el hogar y la atención a cuidadores, que en su mayoría son mujeres, en el 2018 el MIES desarrolló contenidos para ser incluidos en las Escuelas de Familia, estrategia ligada a los servicios de desarrollo infantil integral y que opera a través de talleres en todo el territorio nacional, dirigidos a padres, madres y educadores de estos servicios. 
Bono Joaquín Gallegos Lara

En el marco de la política pública de inclusión social y económica a personas en situación de pobreza y extrema pobreza, mediante Decreto Ejecutivo N° 422 de 15 de Julio de 2010 (Registro Oficial Suplemento N° 252 de 6 de agosto de 2010),  la Vicepresidencia de la República del Ecuador dio inicio a la Misión Joaquín Gallegos Lara, una iniciativa que, establece una transferencia monetaria mensual condicionada de USD240 a favor de personas con discapacidad severa que no pueden auto gobernarse en condiciones socio económicas críticas. En el año 2012 se incluye a personas con Enfermedades Catastróficas, Raras y Huérfanas y a menores de 14 años viviendo con VIH-SIDA.

En el año 2017 mediante Acuerdo Ministerial N° 0043, de 23 de mayo de 2017 el MIES expide el “Instructivo técnico Normativo para la Gestión del Bono Joaquín Gallegos Lara”, documento que permite institucionalizar el proceso de la gestión del BJGL y los mecanismos institucionales para viabilizarlo, conforme la normativa jurídica vigente.

El Bono Joaquín Gallegos Lara (BJGL) es una transferencia que demanda una corresponsabilidad de la persona cuidadora, quien se compromete a través de un Acta de compromiso a: brindar cuidado de calidad, chequeos de salud y destino de la transferencia mensual a bienes  y  servicios  de  primera necesidad  de  la  persona  beneficiaria, velar por que reciba atención educativa regular o especializada y/o atención en rehabilitación/habilitación u otras terapias. Articulado a este programa se inició la estrategia de Comités de personas cuidadoras, para su participación en espacios de capacitación y su asistencia a las Escuelas de Familia. Desde marzo de 2016 hasta marzo de 2019 se han conformado 616 comités, agrupando a 19.331 personas cuidadoras de beneficiarios del BJGL, aproximadamente el 63% del total de personas cuidadoras pertenecen a un comité.
El BJGL fue entregado en el año 2018 a 30.201 personas en todo el territorio nacional, con un presupuesto de USD 74.712.524. Esta cobertura representa un 56% de la población que cumple con los criterios de elegibilidad y de criticidad socioeconómica, porcentaje establecido a partir del Registro Nacional de Discapacidades del MSP del Ecuador y las condiciones de elegibilidad
.
Asistencia a las personas adultas mayores con escasos recursos o personas con importantes necesidades de atención

El MIES ejecuta los Servicios de atención a la Población Adulta Mayor en las modalidades Centros gerontológicos residenciales, Centros gerontológicos de atención diurna, Espacios Alternativos y Atención domiciliaria
, a partir de las cuales se tiene en cuenta la condición y necesidades particulares de cuidado de la población adulta mayor en situación de pobreza y extrema pobreza que accede a este servicio.  En el año 2018 se atendió a un total de 95.699 adultos y adultas mayores: 57.670 mujeres y 38.029 hombres. El presupuesto de estos servicios es de USD 60.966.360,54 anuales
. 
Para promover la inclusión social de las personas con discapacidad que se encuentran en condiciones de pobreza y de pobreza extrema y sus familias, a través del desarrollo de sus habilidades, incremento de su autonomía y participación activa en la familia y su comunidad, impulsando el cambio de patrones culturales en relación a la discapacidad, los servicios del MIES atienden a través de tres modalidades: Centros Diurnos de Desarrollo Integral para Personas con Discapacidad, Centros de Referencia y Acogida inclusivos y Atención en el Hogar y la Comunidad. En el año 2018 el MIES atendió a 34.776 personas bajo las tres modalidades, con un presupuesto de USD 17.514.081.
Se desarrolla además un trabajo cercano con las familias de las personas atendidas en las tres modalidades a través de la conformación y operatividad de Comités de personas cuidadoras. Al marzo de 2019, los servicios MIES para personas con discapacidad cuentan con 1.060 comités conformados, integrados por 32.101 personas cuidadoras de personas con discapacidad, quienes reciben orientación en el cuidado, mediante talleres de capacitación. Las personas cuidadoras acuden también a la estrategia institucional “Escuela de familias”, cuyo objetivo es prevenir la violencia intrafamiliar
.
Mis Mejores Años
En el marco de la política pública del Plan Toda una Vida de inclusión económica y social y de la Misión Mis Mejores Años, el MIES ejecuta el Subprograma Mis Mejores Años, iniciado a partir de agosto de 2017. Esta medida se orienta a cubrir las carencias económicas y gastos que demandan las vulnerabilidades que se acentúan en las personas de 65 años en adelante, que se encuentran en condiciones de extrema pobreza y que no acceden a cobertura de la seguridad social contributiva, a través de una transferencia monetaria mensual de USD 100,00. A la fecha el Subprograma Mis Mejores Años llega a 106.203 núcleos familiares (47.197 hombres y 59.006 mujeres) con un presupuesto anual de USD 119.064.000.

En el marco del Programa BDH, el MIES continúa además la ejecución permanente de la Transferencia Monetaria para Adultos Mayores en situación de pobreza y extrema pobreza (la transición de las y los adultos mayores en extrema pobreza al Subprograma Mis Mejores Años es progresiva y se analizan condiciones de mayor vulnerabilidad). La Transferencia es de un monto de USD 50 mensuales y llega, según datos de febrero de 2018, a 288.270 adultos y adultas mayores, de los cuales el 60,45% son mujeres. 
Aumento de los servicios de guardería o incremento de la accesibilidad a los servicios existentes

El MIES, en el marco de la política de protección social, ejecuta los servicios públicos de cuidado infantil, bajo las modalidades permanentes de Centros de Desarrollo Infantil (CDI), Creciendo con nuestros hijos (CNH) y desde el año 2018 también a través de la modalidad de Círculos de Cuidado, Recreación y Aprendizaje (CCRA), creada a partir de un enfoque de interculturalidad que considera la diversidad propia de los pueblos y nacionalidades del Ecuador. Los servicios de desarrollo infantil integral atendieron en el 2018 a un total de 264.257 niños y niñas de 0 a 3 años en todo el territorio nacional a través de 5.460 unidades de CDI y CNH directas y por convenio a nivel nacional, con un presupuesto de USD 197.641.488,47. 

Por su parte, el MINEDUC atiende a niños y niñas de 3 a 5 años
 en los servicios de Educación Inicial. Mediante el Programa Nacional Estrategia de Desarrollo Infantil Integral, que se ejecuta en las 24 provincias, se trabaja para incrementar la matrícula en establecimientos de sostenimiento fiscal que brindan servicios de Educación Inicial en sus diferentes modalidades en un 71.56% hasta el año 2018. Se busca además que al menos el 80% de instituciones educativas que ofertan educación inicial cumplan con estándares de funcionamiento que reflejen una educación de calidad y calidez.

El MINEDUC realiza también, desde el año 2014 actividades extraescolares en 102 circuitos del país. Desarrolla 35 disciplinas en las áreas artísticas culturales, físicas deportivas y al aire libre; ha suscrito 37 convenios con organismos públicos y privados en el ámbito local, para dar sostenimiento a las actividades extraescolares. En este proceso se han beneficiado 9.724 estudiantes, niños, niñas y adolescentes: 5.640 hombres y 4.084 mujeres. Esta estrategia permite conciliar el tiempo entre su jornada post educativa y el tiempo laboral de madres, padres o tutores.

Presentación o refuerzo de la licencia parental, de maternidad, de paternidad o de cualquier otro tipo de licencia familiar

En el Ecuador la licencia de paternidad desde el año 2009 se estableció en el Código de Trabajo por un período de entre 10 y 25 días, dependiendo del caso. En marzo de 2016, con la promulgación de la Ley Orgánica para la Promoción de Trabajo Juvenil (RO No. 720), se propicia que el cuidado de los hijos e hijas se extienda y sea compartido entre padre y madre trabajadores. A partir de esta Ley, se reforma el Código del Trabajo y la Ley Orgánica de Servicio Público (LOSEP), estableciendo que el padre o la madre, una vez concluida la licencia o permiso por maternidad o paternidad, tendrán derecho a una licencia opcional y voluntaria sin remuneración hasta por nueve meses adicionales, dentro de los primeros doce meses de la vida del niño o niña. 
A pesar de los esfuerzos anteriores en el marco del diálogo que mantiene el Estado con la sociedad civil, grupos diversos de mujeres indicaron que el Estado requiere implementar el mandato constitucional sobre el régimen laboral que considera la economía del cuidado. Según lo demuestra la evidencia, las mujeres asumen una triple carga de trabajo, por lo que es necesario mejorar la provisión de servicios de cuidado para los hijos/as, que se garantice un igual pago por trabajo de igual valor, la seguridad social adecuada y así lograr un empleo digno. En este ámbito también se deben asegurar espacios laborales libres de acoso sexual. 
Transición a la sostenibilidad

4. ¿Qué medidas son necesarias para garantizar que las mujeres se beneficien por igual de la transición a la sostenibilidad en su contexto nacional? ¿Cuáles son las prácticas prometedoras para garantizar que los empleos verdes no repliquen las desigualdades de género existentes en otros sectores (por ejemplo, segregación ocupacional, brecha salarial de género)?

El Ecuador es uno de los 25 países en nivel global que forman parte del piloto del Programa Global de Apoyo a la NDC (NDC-SP por sus siglas en inglés)
, para el diseño e implementación de las NDC. El Estado ecuatoriano ha definido como uno de los objetivos principales en la formulación e implementación de la NDC la inclusión progresiva del enfoque de género hasta el 2025.  
Este programa, implementado a través del MAE, con el apoyo del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), desarrolla la metodología de género de la NDC con la asistencia técnica de ONU Mujeres. En este espacio además se cuenta con la participación del MAG, representantes de PROAmazonía y el apoyo técnico del CNIG para la inclusión del enfoque de género. El objetivo es crear un espacio de encuentro de colectivos y organizaciones de mujeres para la comunicación de experiencias y, el establecimiento de alianzas y compromisos comunes orientados a afrontar y mitigar los impactos asociados al cambio climático, evidenciar los impactos del mismo y las posibles respuestas desde las comunidades e identificar respuestas e iniciativas para la adaptación y mitigación al cambio climático con enfoque de género. Para la socialización y retroalimentación de esta metodología se realizó el Encuentro de Mujeres frente al Cambio Climático. 
A partir de la preocupación del Estado por el tema de género y cambio climático se han realizado acuerdos interinstitucionales entre el Ministerio del Ambiente y el Consejo Nacional para la Igualdad de Género con la finalidad de establecer procesos conjuntos para la transversalización del enfoque de género.  
Las iniciativas mencionadas tienen en cuenta las desigualdades y brechas y de género por lo que propenden a su eliminación, son procesos amplios que implican el accionar de la institucionalidad del Estado y se encuentran en marcha; sin embargo existen otras iniciativas que se detallan a continuación. 
Proyecto Promoción del Manejo Ganadero 
Desde agosto de 2016 el MAG ejecuta también el Proyecto Promoción del Manejo Ganadero Climáticamente Inteligente, Integrando la Reversión de la Degradación de Tierras y Reduciendo los Riesgos de Desertificación en Provincias Vulnerables 2016-2020
, con el objetivo de reducir la degradación de la tierra e incrementar la capacidad de adaptación al cambio climático y de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI). La ejecución del proyecto se la realiza en siete provincias: Manabí, Guayas, Santa Elena, Imbabura, Loja, Napo y Morona Santiago y ha llegado a 806 productoras y productores ganaderos (36% mujeres y 64% hombres).

En el año 2018 se aplicó en este proyecto el objetivo específico de transversalizar el enfoque de género en las acciones de implementación del proyecto, buscando la igualdad de oportunidades y la generación de acciones afirmativas, con especial atención a jefas de hogar y a mujeres que lideran la ganadería, con el fin de contribuir a la eliminación de obstáculos que dificultan su desarrollo. Esta estrategia fomentó la participación oportuna de las mujeres y su involucramiento y representación en todas las actividades del proyecto, tales como: creación de oportunidades de ingresos para mujeres cabeza de familia, especialmente en Incentivos y acceso a instrumentos financieros para invertir en prácticas de manejo de ganadería climáticamente inteligente, asesoría técnica especial para beneficiarias que solicitan uno de los incentivos existentes en nivel nacional. El presupuesto total del proyecto es USD 3.800.000, de este presupuesto, el 24% es decir USD 912.000 aproximadamente es utilizado en acciones relacionadas al enfoque de género.
Apoyo a la participación y el liderazgo de las mujeres en las políticas de resiliencia al clima y su mitigación, los programas y los proyectos 

El MAE ejecutó el Proyecto Fortalecimiento de la resiliencia de las comunidades ante los efectos adversos del cambio climático con énfasis en seguridad alimentaria en la cuenca del Río Jubones y Provincia de Pichincha (FORECCSA) 2012-2018
, en alianza con PMA, con el objetivo de reducir los niveles de vulnerabilidad de las parroquias de la provincia de Pichincha y de la Cuenca del Río Jubones (provincias de Azuay, Loja y El Oro) respecto de su seguridad alimentaria ante los efectos adversos del cambio climático, con un enfoque comunitario y ecosistémico.

En el marco del FORECCSA se diseñó e implementó con la asistencia técnica de ONU Mujeres, la Estrategia de Transversalización de Género mediante medidas de adaptación, cuya finalidad consistió en: reducir la carga de trabajo y facilitar las labores agrícolas de las mujeres, mejorar sus ingresos, así como su acceso a espacios de representación o decisión. La estrategia contempló: la generación de estudios, diagnósticos y propuestas de intervención para introducir el enfoque de género en el proyecto, consideración del enfoque de género en la elaboración de análisis de vulnerabilidad, planes y medidas de adaptación, capacitación y sensibilización sobre el tema de género, definición de metas concretas a alcanzar dentro del plazo y ámbito de trabajo en cuanto a necesidades prácticas y estratégicas de las mujeres, el desarrollo de herramientas y mecanismos para introducir el enfoque de género y mejorar la participación, condición y posición de las mujeres, diseño del sistema de seguimiento y evaluación del Proyecto con enfoque de género,  sistematización de experiencias y casos exitosos sobre la relación entre cambio climático, género y seguridad alimentaria. 
El Proyecto tuvo una población objetivo de 26.441 mujeres y 22.523 hombres y contó con un presupuesto total de USD  15.552.000.
 Plan Nacional del Agua
La Secretaría Nacional del Agua (SENAGUA) ha continuado en este quinquenio la ejecución del Plan Nacional del Agua, dirigido a asegurar la disponibilidad de agua en calidad y cantidad, para consumo humano y la soberanía alimentaria, centrando esfuerzos en la protección de las fuentes de agua de interés público y sus ecosistemas abastecedores. El Plan es un instrumento que permite la definición de la política pública y la planificación de la gestión integral e integrada de los recursos hídricos, así como el desarrollo de estrategias e incentivos para disminuir los conflictos sociales y generar una cultura de uso responsable del agua enfocándose en aspectos transversales como enfoque de género, cambio climático y pluriculturalidad.

Ejecuta entre otros proyectos el Programa Agua Y Saneamiento En Comunidades Rurales Y Pequeños Municipios PASSEE cuyo objetivo es incrementar la cobertura y mejorar las condiciones de los servicios de agua potable y saneamiento en las comunidades rurales, parroquias y pequeños municipios del país mediante la construcción de infraestructura sanitaria, fortalecimiento de los actores, participación comunitaria, la modernización institucional y descentralizada de los servicios de agua y saneamiento, garantizando la sostenibilidad de las soluciones elegidas. Está dirigido a 34.000 habitantes de comunidades y cabeceras parroquiales y pequeños municipios. Para la ejecución del Programa coordina con Municipios y especialmente con Juntas de Agua comunitarias en las que participan de manera importante las mujeres. Cuenta con el apoyo de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo AECID y del Fondo para el Agua FCAS.
En el marco de las Intervenciones emblemáticas del Gobierno actual, SENAGUA ejecuta en coordinación con el “Comité Interinstitucional de Agua y Saneamiento para Todos”
 la Misión del mismo nombre. El monto total del Programa es de USD 2.057 MM, a ser ejecutado durante los años 2018 al 2021. En el año 2018, se definió y aprobó, la Primera Canasta del Programa Misión Agua y Saneamiento para Todos, la misma que se encuentra conformada por 68 proyectos, a ser ejecutados por 62 GAD Municipales, interviniendo en 23 provincias, cuya ejecución llegarán a beneficiar a 1.3 MM de habitantes, con acceso a agua potable y/o saneamiento, con una inversión de 266 MM. En el mes de noviembre el Comité Interinstitucional de Agua Potable y Saneamiento aprueba la I Fase de la II Canasta, conformada por 43 proyectos a ser ejecutados por 32 GAD Municipales, interviniendo en 16 provincias, con una inversión de 53.56 MM, beneficiando a una población de 276.983 habitantes
Programa Integral Amazónico de Conservación de Bosques y Producción Sostenible
El Programa Integral Amazónico de Conservación de Bosques y Producción Sostenible (PRO Amazonía) se ejecuta en el marco del Convenio suscrito entre el MAE, el MAG y el PNUD. El Programa incorpora, en coordinación con ONU Mujeres, la perspectiva de género para mejorar la situación y posición de las mujeres en los procesos socio-ambientales, de promoción de la conservación de la biodiversidad, de los bosques y de los servicios eco-sistémicos, así como en los procesos productivos para enfrentar el cambio climático. El 35% de las personas que se benefician del proyecto son mujeres y se propone incidir sobre el incremento de su participación en el proceso de manejo y uso de productos no maderables, aumentando la proporción de mujeres que mejoran su situación y posición con el manejo y uso de productos no maderables para mejorar su ingreso y el de sus familias. 
El Programa se ejecuta desde el año 2018 por un período de 5 años en las Provincias Amazónicas: Zamora Chinchipe, Morona Santiago, Pastaza, Napo, Sucumbíos y Orellana, y otros cantones en las provincias de Loja y El Oro de interés paisajístico priorizado. El Programa cuenta con un presupuesto de USD 53.600.000, recursos recibidos de parte del Fondo para el Medio Ambiente Mundial (GEF) y del Fondo Verde para el Clima (GCF); de este monto, USD 1.200.000 están destinados a temas de género
. 

PROAmazonía empata sus actividades con la Agenda de Transformación Agro productiva Amazónica del MAG
, iniciada a través de un Proyecto de inversión con dictamen de prioridad desde el año 2015 y cuyo objetivo es “reconvertir las actividades de producción agropecuarias de la Amazonia en sistemas agro productivos sostenibles bajo las perspectivas económica, social, ambiental y cultural, mediante la implementación de la planificación integral de “la finca”, para así liberar áreas de pastos que serán destinadas a la diversificación de cultivos y a la reforestación”.
El MAG apoya y da seguimiento a la implementación de Planes de Manejo Integral de Fincas, dirigido a reconvertir áreas degradadas en sistemas de producción diversificada y sostenible en las seis provincias de la Región Amazónica en los siguientes componentes: 
1. Implementación de Sistemas Agroforestales. Este eje llega a un total de 7.489 personas, de los cuales 2.601 (34,97%) son mujeres. 

2. Implementación de Sistemas Silvopastoriles. Este eje llega a un total de 1.710 personas, de las cuales 597 (34,91%) son mujeres. 

3. Implementación de Sistemas Acuícolas. Este eje llega a un total de 79 personas, de las cuales 31 (el 39,24%) son mujeres. 

4. Fortalecimiento organizativo productivo, comercial, agregador de valor y servicios rurales. Este eje llega a un total de 7.892 personas, de las cuales 2.399 (el 30,44%) son mujeres.  
Los tres primeros componentes contemplan la entrega de incentivos no monetarios con fondos internacionales y fiscales. La medida de Planes de Manejo Integral de Fincas cuenta con un presupuesto de USD 3.368.559,29 para los cuatro componentes.
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